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Análisis del Cumplimiento del Programa de Saneamiento de la Cuenca del Lago Ypacaraí (PR-L1193) con la Política de Servicios Públicos Domiciliarios 
(GN-2716-6)

	Condiciones de la Política
	Descripción
	Comentarios

	1. Sostenibilidad Financiera
	Para cada operación se deberá verificar que el servicio correspondiente generará o recibirá fondos suficientes para atender sus compromisos financieros y sufragar los costos de operación y mantenimiento de los sistemas relacionados con la operación.
	El diagnóstico financiero, operativo y comercial arrojó que actualmente las Juntas de Saneamiento Itaguá, Areguá y Capiatá presentan niveles de rentabilidad positivos, con márgenes EBITDA de en promedio el 14%. Estas condiciones se mantienen en el periodo de proyección garantizando que las juntas de Saneamiento no obtendrán perdidas hasta el año 2040.
La ejecución del proyecto PR-L1193 no afecta la estructura financiera de los prestadores dado que estos costos se transfieren a los usuarios, por tanto, la afectación se verá reflejada en las tarifas del servicio de acueducto y alcantarillado que actualmente aplican los prestadores.
Particularmente se encontró que, para la Junta de Saneamiento de Itauguá, el valor de la factura actual se incrementará en 24%, para la Junta de Saneamiento de Capiatá el incremento será de 70% y en la Junta de Saneamiento de Areguá el incremento será de 55%.

	2. Evaluación Económica
	Los proyectos de servicios públicos domiciliarios deberán ser económicamente rentables [de acuerdo a las metodologías de evaluación costo beneficio y costo efectividad utilizadas y aceptadas por el Banco.]
	Como parte del análisis de viabilidad del Programa, se realizó un análisis socioeconómico de las obras de saneamiento. Para determinar la rentabilidad del Programa, se realizó un análisis costo-beneficio. Los beneficios se cuantificaron a través de la Disposición a Pagar de la población por contar con los servicios de alcantarillado y tratamiento de AR, emisiones evitadas y los costos evitados por la limpieza de pozos sépticos. Los costos utilizados fueron los de inversión y los de OyM. Utilizando una tasa de descuento del 12%, el proyecto es viable con una Tasa Interna de Retorno Económico de 13.2% y un Valor Presente Neto de US$8.5 millones (EEO#1). Se hizo un análisis de sensibilidad para determinar la robustez de los resultados.

	Objetivos de la Política

	Descripción 
	Comentarios

	1. Fomentar el Acceso
	Las políticas deben promover el acceso a todos los usuarios, especialmente a las comunidades y grupos  más desfavorecidos. 
	El marco regulatorio del sector de AyS6 define que el Ministerio de Obras Públicas y Comunicaciones (MOPC), a través de la Dirección de Agua Potable y Saneamiento (DAPSAN), está a cargo de formular las políticas sectoriales. La regulación y supervisión de los prestadores la desempeña el Ente Regulador de Servicios Sanitarios (ERSSAN). Asimismo, precisa que la titularidad de los servicios (capacidad y obligación de prestación) también es del MOPC, quien puede suministrarlos por medio de Empresa de Servicios Sanitarios del Paraguay (ESSAP), o delegarlos, concesionarlos, o dar permisos o licencias para su prestación a terceros. En particular, en los municipios de la cuenca, existe una atomización de prestadores de agua (Juntas de Saneamiento, aguateros privados y ESSAP) y casi inexistentes prestadores del servicio de alcantarillado y tratamiento de AR. La responsabilidad por la gestión, preservación, recomposición y aprovechamiento sostenible del lago recae en la Comisión Nacional de Gestión y Manejo de Lago Ypacaraí (CONALAYPA7), queque, para dar cumplimiento a sus objetivos, cuenta con la Dirección Nacional de Gestión y Manejo del Lago Ypacaraí y su Cuenca (DINALAYPA), la cual se encuentra bajo la órbita del MOPC.  

	2. Suministrar el acceso al servicio en condiciones de confiabilidad y calidad adecuadas
	Es importante asegurar que las variaciones de costo guarden un equilibrio apropiado con los cambios en la calidad del servicio. Este equilibrio sólo puede obtenerse mediante una estricta reglamentación de la calidad del servicio. El marco reglamentario debe contener procedimientos mediante los cuales se definan claramente las normas de calidad y se controlen y hagan cumplir por medio de un sistema de sanciones e incentivos.
	El objetivo general del Programa es contribuir a mejorar las condiciones ambientales y de salubridad de la población que habita en las ciudades de la cuenca del Lago Ypacaraí, impulsando un desarrollo resiliente al clima y bajo en carbono, y acelerando el acceso a mercados de deuda temática y verde para el sector de AyS. os objetivos específicos son: i) incrementar la cobertura de Alcantarillado sanitario y tratamiento de aguas residuales en áreas priorizadas de la cuenca contribuyendo al cumplimiento de metas climáticas del país; ii) Contribuir a la recuperación de áreas ambientales degradadas de la cuenca; iii) Mejorar la gestión de los servicios de AyS en las áreas priorizadas de la cuenca; iv) Fortalecer las capacidades institucionales del MOPC para mejorar la gestión de la cuenca del Lago Ypacaraí, el diseño de inversiones y el monitoreo, reporte y verificación de su impacto a favor del clima o la naturaleza dentro del sector de AyS.
Se financiará la construcción de redes de alcantarillado sanitario, estaciones de bombeo, conexiones intradomiciliarias para población vulnerable, planta de tratamiento de AR, soluciones basadas en la naturaleza, obras para recuperación de los humedales y regulación hídrica, adecuación de espacios públicos urbanos con accesibilidad universal, medidas no estructurales orientadas al saneamiento del Lago (planes de reconversión de industrias, regulación y control de fuente de contaminación difusa y gestión de los residuos sólidos), plan de educación ambiental, la fiscalización de las obras y estudios de preinversión requeridos para esta operación y etapas siguientes del plan de saneamiento.

	3. Suministrar un servicio en condiciones de eficiencia
	Debe asegurarse que, desde el punto de vista de la oferta, los servicios se proveen con los menores costos posibles.
	Durante el diseño de todos los proyectos, se ha verificado que se ha realizado un análisis de alternativas que ha permitido identificar la de mínimo costo, lo que asegura la provisión de los servicios mediante la nueva infraestructura bajo esta condición. Los proyectos han sido desarrollados de acuerdo con las normas y principios de la ingeniería generalmente aceptados y aprovechando las experiencias adquiridas durante la ejecución de proyectos similares en otros programas. Los estudios realizados han permitido estimar los costos de inversión de cada proyecto y establecer los cronogramas de ejecución de las obras.

	4. Generar incentivos adecuados a la demanda de servicios.
	Debe velarse porque existan los incentivos adecuados para que los usuarios hagan un uso de estos servicios compatible con su sostenibilidad económica, financiera y ambiental
	En el componente de infraestructura se ha previsto medidas de apoyo para el operador, que resultan compatibles con este principio. Adicionalmente, el programa contempla implementar estrategias de cambio de comportamiento para incentivar la conectividad a los sistemas de alcantarillado, el pago de tarifas y la valoración de los servicios.

	5. Promover la sostenibilidad de los servicios públicos domiciliarios
	El alcance de la sostenibilidad de los servicios públicos domiciliarios se promoverá en función de tres pilares:

a. Sostenibilidad financiera: procurando contar con suficientes ingresos por la prestación del servicio al usuario, con los aportes de la comunidad y con los aportes directos del gobierno que permitan cubrir los costos eficientes de prestación del servicio.

b. Sostenibilidad ambiental: apoyando que la selección, ejecución, operación y mantenimiento de los proyectos para prestar el servicio cumplan con las salvaguardias ambientales del Banco y contribuyan al desarrollo de una infraestructura con mayor resiliencia, considerando alternativas viables para mitigar el cambio climático.

c. Sostenibilidad social: contribuyendo a incrementar el acceso al servicio y previendo mecanismos de consulta con la comunidad sobre los aspectos relevantes de la provisión del servicio.
	Sostenibilidad Financiera: El diagnóstico financiero, operativo y comercial arrojó que actualmente las Juntas de Saneamiento Itaguá, Areguá y Capiatá presentan niveles de rentabilidad positivos, con márgenes EBITDA de en promedio el 14%. Estas condiciones se mantienen en el periodo de proyección garantizando que las juntas de Saneamiento no obtendrán perdidas hasta el año 2040.
La ejecución del proyecto PR-L1193 no afecta la estructura financiera de los prestadores dado que estos costos se transfieren a los usuarios, por tanto, la afectación se verá reflejada en las tarifas del servicio de acueducto y alcantarillado que actualmente aplican los prestadores.
Particularmente se encontró que, para la Junta de Saneamiento de Itauguá, el valor de la factura actual se incrementará en 24%, para la Junta de Saneamiento de Capiatá el incremento será de 70% y en la Junta de Saneamiento de Areguá el incremento será de 55%.
Sostenibilidad Socioambiental:
De acuerdo con el Marco de Política Ambiental y Social (MPAS), la operación se clasifica como Categoría “A” debido a que algunas obras, incluyendo una PTAR, estarán en la “Reserva de Recursos Manejados de la cuenca del Lago Ypacaraí (RRMCLY)”, un Hábitat Crítico. La construcción afectará la cobertura y usos del suelo en los humedales, impactando la biodiversidad y los servicios ecosistémicos. Además, las obras (redes de alcantarillado sanitario, estaciones de bombeo, obras hídricas en los humedales del Yukury) generarán riesgos típicos como contaminación del suelo, alteración del flujo de agua, modificación de la geomorfología, generación de residuos, ruido, polvo, proliferación de vectores, vibraciones, disrupciones del tráfico, molestias a vecinos y afectaciones temporales a negocios. La instalación de la PTAR requerirá adquirir un terreno rural actualmente de una empresa privada, sin necesidad de otras adquisiciones ni desplazamientos físicos o económicos. El Programa incluye alcantarillado en el centro histórico de Areguá, patrimonio cultural de la Nación, con aprobación previa de la Secretaría de Cultura y sin anticipar daños si se siguen las medidas adecuadas. En el área de influencia indirecta habitan tres comunidades indígenas que no se verán afectadas. 
El Riesgo Ambiental y Social de la operación es “Alto” debido a: impactos directos e indirectos significativos vinculados al cambio de uso de suelo en Hábitat Crítico; riesgos contextuales por posible oposición al Programa, especialmente en relación con la instalación de la PTAR en un área protegida y su descarga al lago da; y riesgos de desempeño asociados a la articulación entre la diversidad de actores involucrados en el sector de saneamiento y la gestión del lago y sus humedales.  



	Principios de la Política que orientan el diseño de las operaciones del Banco
	Descripción
	Comentarios

	1. Apoyar a los países para atender las necesidades básicas 
	Se apoyará el desarrollo de esquemas sostenibles que utilicen la combinación costo-eficiencia y las soluciones tecnológicas más apropiadas en función de las características de la demanda y el servicio público para atender las necesidades de acceso de la población, tanto rural como urbana
	El objetivo general del Programa es contribuir a mejorar las condiciones ambientales y de salubridad de la población que habita en las ciudades de la cuenca del Lago Ypacaraí, impulsando un desarrollo resiliente al clima y bajo en carbono, y acelerando el acceso a mercados de deuda temática y verde para el sector de AyS.

	2. Las mejoras continuas en la gobernanza de los servicios públicos domiciliarios serán clave para incrementar la eficiencia en su provisión y proteger satisfactoriamente los intereses de los usuarios
	La Política sostiene que la gobernanza para la toma de decisiones en la gestión de los servicios públicos domiciliarios, así como el marco normativo y/o regulatorio que los reglamenta y supervisa, son los principales factores determinantes de su desempeño, calidad y sostenibilidad
	 Ver comentarios sobre puntos de abajo.

	A. Promover la integridad, la transparencia y la rendición de cuentas
	Se apoyará el desarrollo de esquemas sostenibles que utilicen la combinación costo-eficiencia y las soluciones tecnológicas más apropiadas en función de las características de la demanda y el servicio público para atender las necesidades de acceso de la población, tanto rural como urbana.
	Se exige el uso de procedimientos de licitación pública para obras y equipamientos. El fortalecimiento institucional del programa estará orientado a los procedimientos de adquisiciones y control financiero del Banco, promoviéndose buenas prácticas en la rendición de cuentas 

	B. Analizar las características e impactos de los subsidios
	La operación y financiamiento de los servicios debería lograr la recuperación de costos de prestación en condiciones de eficiencia mediante tarifas a los usuarios. Sin embargo, se reconoce que, ocasionalmente, la sostenibilidad financiera puede alcanzarse complementando los ingresos provenientes de las, con aportes de la comunidad y aportes directos del gobierno. En situaciones en las que se otorguen subsidios, se promoverá que tanto su asignación como utilización se realicen de modo transparente y sujeto a mecanismos frecuentes y eficaces de rendición de cuentas. En los casos en que se otorguen subsidios tarifarios, se impulsará su focalización en los grupos más vulnerables y de menores ingresos. Adicionalmente, y en la medida de lo posible, se apoyará a los países para sustituir los subsidios tarifarios a los servicios públicos por mecanismos de transferencias de ingresos más directos y focalizados en los segmentos de la población con menores ingresos.
	Para determinar la estructura tarifaria se considera una política de subsidios cruzados que consiste en cobrar tarifas inferiores a la tarifa media a un grupo de usuarios, por lo general de menores recursos, y tarifas superiores a la tarifa media a los usuarios de mayor poder adquisitivo.  

	C. Separación de Funciones para mejorar la gobernanza sectorial
	Deben separarse las funciones de formulador de políticas, regulador y empresario y asignarse a instituciones distintas y apropiadas. De esta manera, las autoridades conservarán la responsabilidad de formular la política, un ente público separado dictará el régimen reglamentario y se asignará al proveedor del servicio una función exclusivamente empresarial, sea ésta de propiedad estatal o privada. Esta Política reconoce, sin embargo, que la organización institucional no puede responder a un modelo único, debiendo adaptarse a las particularidades de cada sector y país. En varios países de la región, la responsabilidad de la formulación de políticas, la regulación y la provisión de los servicios públicos domiciliarios reside en el ámbito local (provincial o municipal). En estos casos, en los cuales no necesariamente es óptimo separar los roles de formulación de políticas y de regulación, el Banco promoverá una regulación homogénea, con parámetros mínimos adecuados de calidad, principios para la fijación de tarifas, y mecanismos de supervisión y control. Además, contribuirá a desarrollar mecanismos institucionales que fortalezcan la debida gestión en el marco de la legislación local. 
	El marco regulatorio del sector de AyS define que el Ministerio de Obras Públicas y Comunicaciones (MOPC), a través de la Dirección de Agua Potable y Saneamiento (DAPSAN), está a cargo de formular las políticas sectoriales. La regulación y supervisión de los prestadores la desempeña el Ente Regulador de Servicios Sanitarios (ERSSAN). Asimismo, precisa que la titularidad de los servicios (capacidad y obligación de prestación) también es del MOPC, quien puede suministrarlos por medio de Empresa de Servicios Sanitarios del Paraguay (ESSAP), o delegarlos, concesionarlos, o dar permisos o licencias para su prestación a terceros. En particular, en los municipios de la cuenca, existe una atomización de prestadores de agua (Juntas de Saneamiento, aguateros privados y ESSAP) y casi inexistentes prestadores del servicio de alcantarillado y tratamiento de AR. La responsabilidad por la gestión, preservación, recomposición y aprovechamiento sostenible del lago recae en la Comisión Nacional de Gestión y Manejo de Lago Ypacaraí (CONALAYPA), queque, para dar cumplimiento a sus objetivos, cuenta con la Dirección Nacional de Gestión y Manejo del Lago Ypacaraí y su Cuenca (DINALAYPA), la cual se encuentra bajo la órbita del MOPC.

	D. Establecer la estructura sectorial más apropiada en el contexto de las características del servicio y los objetivos de la política
	Considerando la heterogeneidad en los mercados y servicios de la región, esta Política no promueve una organización industrial sectorial única para la prestación de los servicios públicos domiciliarios, y destaca que independientemente del modelo de gestión utilizado, se debe contar con prácticas de buena gobernanza y con un marco regulador claro, predecible y estable que incentive la eficiencia y la inversión.
	La Comisión Nacional de Gestión y Manejo del Lago Ypacaraí y su Cuenca (CONALAYPA) se creó para liderar las acciones de preservación, recomposición y aprovechamiento sostenible del Lago Ypacaraí, de su cuenca y su área de influencia, a través de la Ley Nº6.489 el 08 de enero de 2020. Esta comisión está compuesta por: Ministerio de Obras Públicas y Comunicaciones; Ministerio del Ambiente y Desarrollo Sostenible; Ministerio de Salud Pública y Bienestar Social; Comisión Nacional de Defensa de los Recursos Naturales del Congreso Nacional; La Gobernación de Central; La Gobernación de Cordillera; Municipalidad de San Bernardino; Municipalidad de Areguá; Municipalidad de Ypacaraí; Municipalidad de Luque; Municipalidad de Itauguá; Municipalidad de Limpio; Municipalidad de Emboscada. Además, dos senadores y dos diputados en carácter de miembros titulares. La CONALAYPA está presidida y depende orgánicamente del MOPC, su reglamento interno fue aprobado por el comité el 02 de febrero del año 2022.
La Dirección Nacional de Gestión y Manejo del Lago Ypacaraí y su cuenca (DINALAYPA) se creó para dar operatividad, funcional y administrativa, a la CONALAYPA, por Decreto Nº3326/2020. La misma se encuentra bajo la dependencia orgánica del Gabinete del ministro del MOPC y cuenta con un manual de organización y funciones el cuál se aprobó por Resolución MOPC Nº1.112 el 28 de julio de 2020.
Los plazos establecidos en la ley de creación de la CONALAYPA, para la operatividad de la comisión en 5 años (al 07/01/2025) y para el cumplimiento de sus objetivos específicos en 3 años (al 07/01/2023) resultan contraproducentes para incentivar las inversiones a largo plazo y asegurar la sostenibilidad de los resultados. Aunque estos plazos se han fijado por la urgencia de tratar los problemas de la cuenca, estos no se han coherente con los plazos administrativos necesarios para las acciones y obras dispuestas en el PSILY. Además, la coincidencia de la pandemia del COVID-19 con el inicio de las actividades de la CONALAYPA afectó de manera significativa el ejercicio de sus funciones de forma efectiva. 
La Ley que declaró el estado de Emergencia a nivel nacional priorizo y redireccionó los recursos públicos hacia el sistema de salud, lo que limitó principalmente la implementación de las medidas estructurales de recuperación del Lago, así como la consolidación del equipo operativo de la DINALAYPA.
En cuanto al marco institucional, la CONALAYPA y la DINALAYPA se suman a la estructura de gobernanza del agua nacional, la cual ya se encuentra fragmentada y en muchos casos se evidencia superposición de funciones.
La Comisión Nacional de Gestión y Manejo del Lago Ypacaraí y su Cuenca (CONALAYPA) se creó para liderar las acciones de preservación, recomposición y aprovechamiento sostenible del Lago Ypacaraí, de su cuenca y su área de influencia, a través de la Ley Nº6.489 el 08 de enero de 2020. Esta comisión está compuesta por: Ministerio de Obras Públicas y Comunicaciones; Ministerio del Ambiente y Desarrollo Sostenible; Ministerio de Salud Pública y Bienestar Social; Comisión Nacional de Defensa de los Recursos Naturales del Congreso Nacional; La Gobernación de Central; La Gobernación de Cordillera; Municipalidad de San Bernardino; Municipalidad de Areguá; Municipalidad de Ypacaraí; Municipalidad de Luque; Municipalidad de Itauguá; Municipalidad de Limpio; Municipalidad de Emboscada. Además, dos senadores y dos diputados en carácter de miembros titulares. La CONALAYPA está presidida y depende orgánicamente del MOPC, su reglamento interno fue aprobado por el comité el 02 de febrero del año 2022.
La Dirección Nacional de Gestión y Manejo del Lago Ypacaraí y su cuenca (DINALAYPA) se creó para dar operatividad, funcional y administrativa, a la CONALAYPA, por Decreto Nº3326/2020. La misma se encuentra bajo la dependencia orgánica del Gabinete del ministro del MOPC y cuenta con un manual de organización y funciones el cuál se aprobó por Resolución MOPC Nº1.112 el 28 de julio de 2020.
Los plazos establecidos en la ley de creación de la CONALAYPA, para la operatividad de la comisión en 5 años (al 07/01/2025) y para el cumplimiento de sus objetivos específicos en 3 años (al 07/01/2023) resultan contraproducentes para incentivar las inversiones a largo plazo y asegurar la sostenibilidad de los resultados. Si bien estos plazos se han fijado por la urgencia de tratar los problemas de la cuenca, los mismos no han sido coherentes con los plazos administrativos necesarios para llevar a cabo las acciones y obras dispuestas en el PSILY. Además, la coincidencia de la pandemia del COVID-19 con el inicio de las actividades de la CONALAYPA afectó de manera significativa el ejercicio de sus funciones de forma efectiva. 
La Ley que declaró el estado de Emergencia a nivel nacional priorizo y redireccionó los recursos públicos hacia el sistema de salud, lo que limitó principalmente la implementación de las medidas estructurales de recuperación del Lago, así como la consolidación del equipo operativo de la DINALAYPA.
En cuanto al marco institucional, la CONALAYPA y la DINALAYPA se suman a la estructura de gobernanza del agua nacional, la cual ya se encuentra fragmentada y en muchos casos se evidencia superposición de funciones.

	E. El rol de la regulación económica para incentivar la eficiencia, la inversión y proteger los derechos de los usuarios
	La adopción de un régimen regulatorio eficaz y adaptado a las condiciones particulares de cada sector en cada país es un factor clave para el logro de los objetivos de la Política. Un régimen regulatorio debe contribuir a reducir el costo del capital de los proveedores del servicio, incentivar la inversión, fijar estándares de calidad de los servicios y permitir que los proveedores del servicio obtengan ingresos suficientes para alcanzar la sostenibilidad financiera. La promoción de los derechos de los usuarios debe ser un objetivo primordial del proceso de regulación de los servicios. Así, la regulación debe lograr que las ganancias de eficiencia, alcanzadas en el tiempo por los proveedores de los servicios, se trasladen a los usuarios vía reducciones tarifarias o mediante mejoras en la calidad del servicio. Independientemente de la estructura sectorial y el modelo institucional para la regulación elegida por cada país, se debe brindar asistencia en el desarrollo de sistemas de información que permitan a los formuladores de políticas y a los usuarios conocer la estructura y nivel de costos y tarifas en las todas las etapas de producción de los servicios.
	ERSSAN: la institución encargada de regular la prestación del servicio de agua potable, alcantarillado sanitario y tratamiento de efluentes cloacales, mediante la aplicación del marco regulatorio a través de la supervisión, verificación y control del nivel de calidad y eficiencia del servicio brindada a la población.

	F. Generar condiciones adecuadas para que la participación privada sea una opción viable para la provisión de servicios públicos domiciliarios
	Esta Política reconoce que la competencia tiene el potencial de aumentar la eficiencia productiva y la calidad del servicio. En los mercados cuya tecnología de producción no exhibe las características propias de los monopolios naturales, es posible generar competencia en el mercado, permitiendo que varias empresas ofrezcan servicios simultáneamente. Cuando los mercados son monopolios naturales la competencia por el mercado puede producir los mismos resultados que la competencia en el mercado, siempre que el proceso de selección y regulación de la empresa proveedora del servicio sea abierto y efectivo. La Política reconoce, a su vez, que la participación privada (cualquiera sea su modalidad: contratos de gestión, concesiones o empresas de propiedad mixta, entre otras) es un instrumento clave para cerrar las brechas en la cantidad y calidad de los servicios domiciliarios en la región. 
	

	G. Fortalecer la gestión de la infraestructura utilizada para la prestación de los servicios públicos domiciliarios.
	Los ámbitos de acción más relevantes para optimizar la gestión de la infraestructura son: i) incentivar la eficiencia en la gestión de las empresas; ii) desarrollar e implementar políticas adecuadas y estables de mantenimiento de activos; y iii) optimizar el uso de la infraestructura a través de incentivos a la demanda. 
	El componente 2 financiará acciones para apoyar la definición de modelos innovadores de administración, gestión, O&M de los sistemas de saneamiento intermunicipales de la cuenca del Lago, así como para apoyar a los prestadores de los servicios de AyS, mediante la contratación de un Asesor Técnico Operativo Especializado (ATOE) que apoyará la implementación de planes de mejorar de la gestión que incluiría, entre otros, sistemas de gestión comercial que incluyen la adquisición de equipos para la modernización del catastro técnico y comercial, diseño de la unidad de gestión y control de pérdidas implementación de sistemas de gestión comercial, estudios tarifarios, capacitación del personal, la digitalización de los sistemas financieros y contables, así como el desarrollo de campañas de cambio de comportamiento en relación con el pago de tarifas, para promover un consumo sostenible e incrementar la conectividad al alcantarillado

	3. Promover la innovación para fomentar la eficiencia, el acceso y la sostenibilidad ambiental
	Esta Política resalta el rol de la tecnología para incrementar el acceso con soluciones costo-efectivas, reducir los costos de mantenimiento y administrar el consumo, evitando inversiones innecesarias en mayor capacidad. La Política reconoce que se deberá contribuir a diseminar información sobre la adopción, financiamiento y esquemas de gestión de las soluciones tecnológicas más apropiadas para cada combinación particular de servicio público y características de la demanda.
	El componente 2 financiará la digitalización de los sistemas financieros y contables, así como el desarrollo de campañas de cambio de comportamiento en relación con el pago de tarifas, para promover un consumo sostenible e incrementar la conectividad al alcantarillado.




